CONTRIBUCIONES DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE COLOMBIA 

INFORME TEMÁTICO SOBRE BIODIVERSIDAD Y DERECHOS HUMANOS 

SESIÓN 34 DEL CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS

Biodiversidad y Derechos Humanos

1. 
Por favor, proporcione, en detalle, ejemplos de buenas prácticas en la adopción de legislación, políticas y programas relacionados con la biodiversidad, que incorporen obligaciones de derechos humanos. 

Sea lo primero mencionar que la Defensoría del Pueblo, en desarrollo de su misión de velar por la promoción, el ejercicio y la divulgación de los derechos humanos (Constitución Política artículos 118 y 281), centra su labor en la vulneración de los derechos humanos y además, si bien por competencia, no formula ni implementa las políticas públicas, si puede incidir en su formulación, desarrollo, ejecución y control, con el propósito de que el diseño y la gestión de las políticas públicas contribuyan al respeto, la protección y la realización progresiva y equitativa de los citados derechos.  

Políticas

Los esfuerzos por recuperar y conservar el medio ambiente se han traducido en acuerdos, convenios, tratados y protocolos que los gobiernos suscriben y que se desarrollan indistintamente conforme a los intereses y capacidades de cada país. Sobre el tema se destaca el Convenio de Diversidad Biológica, 1992
, la Convención Internacional de Comercio de Especies de Fauna y Flora Amenazados de Extinción -CITES
, la Convención relativa a los humedales de  importancia internacional especialmente como hábitat de aves acuáticas – RAMSAR
 y el Convenio marco de cambio climático
, como hechos que se resaltan dentro de la gran cantidad de instrumentos ratificados por Colombia, que han sido referente para las políticas de conservación y manejo de las especies. 

Por las características ambientales de Colombia, su gran riqueza natural y escénica, el país ha sido pionero en firmar y asumir la responsabilidad para la conservación de los ecosistemas y de su diversidad natural. La entidad creada y designada para ello ha sido el hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, junto con algunas instituciones de apoyo, quienes han generado una serie de políticas que guían al país hacia el logro de los objetivos de conservación. Se destacan la Política Nacional de Biodiversidad (1997), la Política de Bosques (1996), la Política para la Gestión Ambiental de la Fauna Silvestre (1997), la Política Nacional para Humedales Interiores de Colombia (2002), la Política Nacional para la Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos (PNGIBSE) (2012), entre otras, además del Plan De Acción Nacional de Lucha contra la Desertificación y la Sequía en Colombia, del 2005.

En los últimos años, los planes de desarrollo del Gobierno nacional han dado especial importancia al tema ambiental y dentro de este, a la conservación de la riqueza biológica del país. El actual Plan contempla el crecimiento verde como una estrategia envolvente, el cual se debe plasmar en la planeación y desarrollo de los diferentes sectores. Así mismo, el Plan se enmarca dentro de los estándares de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), que en materia ambiental han sido bastante exigentes.

Legislación

En materia de biodiversidad, Colombia ha sido pionero en desarrollar un marco normativo para el manejo y conservación de los recursos naturales, desde 1974 se cuenta con el Código de Recurso Naturales, Ley 2811, que recoge e incorpora al cuerpo normativo los principios de la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano de 1972. Posteriormente, la Constitución Política de 1991, reconoce la protección del medio ambiente como principio fundamental y derecho colectivo y consagra de manera expresa el concepto de desarrollo sostenible, incluyó copiosamente las nuevas preocupaciones sobre la materia, hecho que le originó la denominación de “Constitución Verde” y que un año después fueron tema central de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, 1992. Colombia hace parte y ha ratificado los tratados internacionales que propenden por la conservación de la diversidad biológica y ha generado un cuerpo normativo importante en torno a la gran riqueza natural que posee y que busca responder a la responsabilidad para su manejo y conservación.
Además, la Constitución preceptúa que es deber de las autoridades garantizar la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectar al ambiente sano.
Sin olvidar algunos importantes antecedentes normativos, la Ley 2 de 1959 es la primera figura de conservación ambiental. Se establecen siete zonas de reserva forestal
 con el fin de desarrollar la economía forestal y la protección de los suelos, las aguas y la vida silvestre. Así mismo, se declara la figura de Parques Nacionales Naturales" donde queda prohibida la adjudicación de baldíos, las ventas de tierras, la caza, la pesca y toda actividad industrial, ganadera o agrícola, distinta a la del turismo o a aquellas se consideren convenientes para la conservación de la flora y fauna nacionales y la conservación o embellecimiento de la zona. Los nevados y las áreas que los circundan se declaran "Parques Nacionales Naturales".

Luego, con base en el Decreto 2811 de 1974, Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, y de la Ley 9 de 1979, que otorga al Ministerio de Salud funciones en materia ambiental conexas con la salud humana, en 1993 se aprueba la Ley 99 de 1993, en la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente y se organiza el Sistema Nacional Ambiental –SINA (Sina territorial, Sina sectorial o transectorial y Sina social) y que es el eje central de la normativa ambiental en el país. 
Otras normas que el país ha desarrollado sobre los distintos componentes de la diversidad biológica y que inciden directamente en los derechos de las comunidades que habitan regiones importantes por su biodiversidad, pero en general a todos los colombianos, son el Acuerdo 20 del Inderena de 1969, Estatuto de Fauna Silvestre y Caza, la Ley 599 de 2000, Código Penal, donde se define la pena de cárcel a quien introduzca, explote, comercie, trafique, aproveche o se beneficie de especies amenazadas o en vía de extinción, la Ley 611 del 2000, sobre zoocriaderos, y un instrumento de gran importancia es la Ley 472 de 1998, que desarrolla las acciones populares y de grupo como herramientas específicas para la protección de los derechos colectivos.

Además, en el país están regulados los temas de caza, pesca, manejo de ecosistemas, restauración y conservación, explotación y usos de los recursos naturales renovables, áreas protegidas, etc. Con este marco normativo, el país avanza hacia la efectividad en la realización del derecho a gozar de un ambiente sano y del derecho al equilibrio ecológico que garantizan el acceso y disfrute de los recursos naturales tanto a las presentes como a las futuras generaciones.

Paralelo al desarrollo normativo y debido a las necesidades surgidas de las diversas situaciones por las que ha atravesado el país, ha habido un importante desarrollado jurisprudencial en temas ambientales y de biodiversidad que contribuyen a la protección del ambiente y de los recursos naturales. A manera de ejemplo, algunas de las sentencias más importantes en este sentido son: 

Sentencia C-649/97. Las limitaciones establecidas por el Constituyente respecto a los parques naturales, tienen el propósito de que estas áreas alindadas o delimitadas, se mantengan incólumes e intangibles, dada su especial importancia ecológica, por consiguiente, no puedan ser alteradas por el legislador y menos aún por la administración, habilitada por éste. 

Sentencia T-621-95. La tutela es pertinente como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y procede en materia ambiental durante el tiempo que la autoridad competente emplee para decidir. La finalidad de esta facultad es enfrentar eficazmente las omisiones de las autoridades públicas, para la protección y defensa del medio ambiente.
T-608-11. Jurisprudencialmente se ha establecido una relación entre el derecho a la vida, la salud y el medio ambiente, ya que la protección de la naturaleza debe hacerse en aras de defender al ser humano.
Programas

Las políticas y el marco normativo apuntan a la reducción de los procesos que involucran pérdida de los recursos naturales por actividades antrópicas, la restauración de ecosistemas, la conservación y recuperación de poblaciones de especies silvestres amenazadas o vulnerables y a la promoción de planes de conservación de especies in situ.

Dentro de la figura de áreas protegidas, ha sido importante la creación de nuevas áreas protegidas de diferentes categorías; de acuerdo con la normatividad vigente, en el país hay más de 15 categorías de áreas naturales protegidas: áreas nacionales, regionales, locales, públicas y privadas. Hay avances en la delimitación de las zonas de páramo y el control al comercio ilegal de especies protegidas. El Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander von Humboldt, instituto de apoyo al SINA, conjuntamente con el Ministerio de Ambiente ha definido y lanzado importantes programas en aras del manejo y protección de la biodiversidad: el programa de Biología de la Conservación y Uso de la Biodiversidad, la Estrategia Nacional para la Conservación de Plantas, entre otras. Con los particulares también se han elaborado programas en el mismo sentido, como el caso de la Planeación Ambiental para la Conservación de la Biodiversidad en las Áreas Operativas de Ecopetrol, empresa petrolera.

Por último, Colombia hace parte del Plan Global Earth Observation System of Systems (GEOSS), que es una iniciativa para “monitorear y obtener datos ambientales en diferentes áreas del planeta relacionadas con la biodiversidad: agricultura, energía, salud, clima, tiempo, mitigación de los efectos de desastres, recursos hídricos y ecosistemas”, donde se espera que la información fluya en todos los sentidos para que sea otra herramienta de conservación. 

2. 
Proporcione ejemplos concretos de buenas prácticas en la implementación de las obligaciones de derechos humanos en materia de biodiversidad. Estos ejemplos pueden incluir prácticas relacionadas con: garantías de los derechos procesales (por ejemplo, el derecho a la información, la participación y los remedios); el monitoreo de los derechos humanos afectados por leyes, programas y proyectos relacionadas con la biodiversidad, (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.); la protección de los derechos humanos de individuos y grupos de los efectos adversos relacionados con la biodiversidad; la promoción del disfrute de los derechos humanos (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.); guías de actividades empresariales conforme a los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos; y búsqueda de remedios para las víctimas. 

Además de los aspectos señalados en el punto anterior, el país ha venido avanzando en el cumplimiento de las obligaciones de derechos humanos en materia de biodiversidad con la creación de territorios colectivos para las comunidades indígenas y negras y reforzando la lucha contra las economías ilegales (minería y cultivos de uso ilícito), entre otros, con resultados satisfactorios pero que aún distan para poner término a estas problemáticas. 

Monitoreo de los derechos humanos afectados por leyes, programas y proyectos relacionados con la biodiversidad, (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.)

La institucionalidad del país debe garantizar los derechos a toda la población y prestar especial atención a los grupos más vulnerables. La Defensoría del Pueblo, como órgano de control en materia de derechos humanos, hace control y seguimiento a las distintas actuaciones del Gobierno y de los particulares que prestan servicios públicos para que en su labor se garanticen los derechos. En los temas relacionados con el medio ambiente y la diversidad biológica, la Delegada para los Derechos Colectivos y del Ambiente, dependencia de la Defensoría del Pueblo que ejerce el seguimiento y control a la realización de este grupo de derechos en el país, atiende y gestiona quejas y peticiones de parte de las comunidades sobre amenaza y vulneración del derecho a gozar de un ambiente sano y del equilibrio ecológico, hace investigación sobre el estado de realización de estos derechos. En materia ambiental se ha contribuido de manera significativa a evitar los daños ambientales, mediantes llamados a las autoridades y a las comunidades para adoptar las medidas preventivas o correctivas y la aplicación de la normativa vigente; sin embargo, por diversas razones la respuesta a esta labor no siempre ha sido efectiva.
Protección de los derechos humanos de individuos y grupos de los efectos adversos relacionados con la biodiversidad.
Para hacer uso, manejo y explotación de los recursos naturales renovables se cuenta con una batería de instrumentos de manejo ambiental: licencias, permisos, autorizaciones, planes de manejo ambiental, con los cuales se evitan, mitigan o compensan los impactos y se garantizan los derechos de las comunidades afectadas por los proyectos. La Defensoría del Pueblo hace seguimiento a la implementación de esos instrumentos, exige a las autoridades el debido control y las empresas o quienes desarrollan los proyectos, el cumplimiento de la función social y ecológica para garantizar los derechos. 

El desconocimiento de las normas sobre los temas ambientales y de biodiversidad o el incumplimiento de los planes de manejo ambiental, además de las sanciones administrativas que las autoridades competentes interpongan, pueden acarrear procesos penales para responder por los daños causados. La Defensoría del Pueblo impulsa la utilización de estos mecanismos cuando la situación lo amerita.

Promoción del disfrute de los derechos humanos (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.)

Es también función de la Defensoría del Pueblo la promoción y difusión de los derechos humanos, que todas las personas conozcan sus derechos, los deberes inherentes a cada uno de ellos y las formas para hacerlos exigibles. Además de esta función que nace con la misma Defensoría, otras leyes han determinado más funciones pedagógicas en derechos humanos, como el caso en particular de la Ley 472 de 1998 sobre los derechos colectivos y del ambiente.

Guías de actividades empresariales conforme a los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos; y búsqueda de remedios para las víctimas.


         Colombia es el primer país no Europeo en contar con un Plan Nacional de Acción
, el cual tiene como objetivo principal “Garantizar que el Estado de Colombia proteja adecuadamente los derechos humanos y que las actividades empresariales en Colombia sean respetuosas de los derechos humanos y contribuyan al desarrollo sostenible del País”. Con la expedición de este este instrumento de política pública, el país busca responder a los compromisos y estándares internacionales en torno al respeto de los derechos humanos por parte de las empresas, en particular, a los Principios Rectores sobre los Derechos Humanos y las Empresa. A la fecha se está trabajando en la implementación del Plan.
3. 
Por favor, indique, cuando sea relevante, los desafíos y los obstáculos implicados en la integración y protección de los derechos humanos en materia de biodiversidad. 

Desafíos

Avanzar en la creación de nuevas áreas protegidas. El Gobierno nacional plantea como nuevas zonas protegidas: la serranía de San Lucas, el bosque seco del Patía, las sabanas y humedales de Arauca, la serranía del Perijá, la selva húmeda del Cumaribo y el alto Manacacías. Las áreas elegidas representan ecosistemas en alto riesgo de degradación por la actividad minera, pero también una riqueza excepcional en biodiversidad. Estas zonas están enfrentando una fuerte presión de la minería criminal. Por ejemplo, la serranía de San Lucas, en el sur de Bolívar, donde también el boom minero-energético tiene casi por completo titulado o solicitado este ecosistema, que es un importante corredor de especies como el jaguar.

La meta es alcanzar la conservación del 17 % de cada uno de los ecosistemas más representativos de nuestro territorio. 
Según considera la Defensoría del Pueblo, además de avanzar en la creación de las áreas protegidas, es necesario sanear las áreas ya creadas y las nuevas que se incorporen a esta categoría. El saneamiento no es sólo sacar y reasentar a las comunidades que habitan estas áreas, es también realizar los acuerdos y ajustes necesarios para que las comunidades hagan un uso sostenible y armónico del medio y se conviertan en guardabosques de estos importantes ecosistemas. Hay experiencias exitosas en algunos de los parques con comunidades indígenas. 

Obstáculos

Hay varias situaciones que afectan las diferentes áreas protegidas del país, pero las que más riesgo generan son las actividades ilícitas dentro de zonas protegidas: cultivos de uso ilícito (coca, amapola y marihuana), minería en parques y la tala, caza y pesca ilegal. Según la información del Ministerio de Ambiente, la Oficina de Parques Nacionales Naturales y del Instituto Alexander von Humboldt, en los Parques Nacionales Naturales se han otorgado 44 títulos mineros, 57 en las zonas de reserva forestal y 391 en las zonas de páramos.

Respecto del tema de los cultivos de uso ilícito, como se recuerda, en diciembre de 2003, el Congreso de los Estados Unidos aprobó el uso de fondos para fumigar cultivos ilícitos en parques naturales (áreas protegidas) de Colombia. Luego, el Gobierno colombiano aprobó la Resolución 0013 del Consejo Nacional de Estupefacientes para fumigar las áreas protegidas. En febrero de 2004 la Policía Nacional Colombiana informó sobre el inicio de las aspersiones con glifosato en el PNN Sierra Nevada de Santa Marta y el PNN Chiribiquete. Según la Policía Nacional, para el año 2010 se habían asperjado 1.968,58 hectáreas en Parques Nacionales.


De acuerdo con el último censo de cultivos de coca en Parques Nacionales, los cultivos han venido creciendo en los últimos cuatro años, 2011: 3.207, 2012: 3.378, 2013: 3.791 y 204: 5.477 ha. Pero los cultivos de coca también han crecido dentro de los territorios colectivos, en los resguardos indígenas se observa un incremento del 25% al pasar de 6.255 ha en 2013 a 7.799 ha en 2014
 y en los Consejos Comunitarios de comunidades negras, un incremento del 17% en el 2014 respecto del 2013
.

4. 
¿Cómo se les proporciona una mayor protección a aquellos que pueden ser particularmente vulnerables a la pérdida de la biodiversidad, incluyendo pero no limitado a pueblos indígenas? 

La pérdida de la biodiversidad y las afectaciones a los ecosistemas protegidos afectan directamente las comunidades que dependen de ellos y derivan su sustento de la oferta natural de tales áreas, no sólo los grupos indígenas y comunidades negras, sino también comunidades campesinas. La intervención y afectación a la diversidad biológica ha generado degradación genética y una consecuente amenaza y vulneración del derecho a la seguridad y soberanía alimentaria de esas comunidades.

La medida para afrontar la situación señalada es la creación de áreas protegidas y de territorios colectivos donde las comunidades son parte integral del manejo y conservación de estas áreas. Es necesario avanzar en programas complementarios que favorezcan a las comunidades en su afán de garantizar su seguridad alimentaria y mejoras en la calidad de vida.

La creación de zonas de reserva campesina puede ser otra figura que aporte al buen uso del suelo y a los objetivos de conservación a la par que las comunidades hacen usos de esos territorios.

5. 
Por favor, proporcione ejemplos de buenas prácticas en la protección de los defensores de los derechos humanos ambientales trabajando sobre temas de biodiversidad. ¿Qué esfuerzos han hecho los gobiernos u otros grupos para crear un ambiente propicio para que los defensores puedan ejercitar sus derechos sin miedo?

Tanto los impactos al medio ambiente como los sociales, generan movimientos de resistencia, liderados por defensores ambientales, quienes han expresado su preocupación por las recurrentes amenazas recibidas. La Defensoría del Pueblo tiene un trámite prioritario para atender estas situaciones, teniendo en cuenta el derecho fundamental a la vida y lo ispuesto en el Decreto 1066 de 2015, esta gestión se hace a través de la Dirección Nacional de Atención y Trámite de Quejas y en las Defensorías Regionales. 
� Ratificado mediante la Ley 165 de 1994.


� La Ley 17 de 1981, ratificó esta Convención.


� Ratificada mediante la Ley 357 de 1997.


�Ratificado mediante la Ley 164 de 1995.


�  "Zonas Forestales Protectoras" y "Bosques de Interés General"


� Expedido el 9 de Diciembre de 2015.


�  Los resguardos indígenas con mayor incremento se encuentran en la región Putumayo – Caquetá con un aumento de 1 punto porcentual respecto al año anterior. Los resguardos ubicados en las regiones Amazonía, Orinoquía, Central, Meta – Guaviare y Sierra Nevada redujeron su participación porcentual de los cultivos de coca durante 2014. En total, la coca en territorios indígenas representa el 11% del total nacional.


�   La participación de los cultivos de coca en Consejos Comunitarios respecto al total nacional, aproximadamente el 15% de la coca del país se encuentra en estos territorios.





